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INICIATIVA LEGISLATIVA POPULAR 

PROPOSICIÓN DE LEY PARA LA PROTECCIÓN DE LOS MENORES FRENTE A LA VIOLENCIA Y LAS 
DENUNCIAS FALSAS EN EL ÁMBITO DE LAS RELACIONES FAMILIARES 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 

El artículo 39 de la Constitución española (en lo sucesivo, CE o la Constitución) impone a los 
poderes públicos el deber de asegurar la protección social, económica y jurídica de la familia, en 
especial de los menores de edad, de conformidad con los acuerdos internacionales que velan 
por sus derechos. El art. 39 CE es el primero de los que el Capítulo tercero del Título I dedica a 
los «principios rectores de la política social y económica» y, como reiteradamente ha declarado 
el Tribunal Constitucional, estos «principios rectores», cuyo «reconocimiento, respeto y 
protección» informarán «la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes 
públicos», según reza el art. 53.3 de la Constitución, impide considerarlos como normas sin 
contenido y obliga a tenerlos presentes en la interpretación tanto de las restantes normas 
constitucionales como de las leyes (STC 19/1982, de 5 de mayo, FJ 6).  

En cumplimiento de este mandato, el legislador estatal, en el marco de sus competencias, ha 
regulado las instituciones jurídico-públicas y privadas sobre las que se asienta la protección del 
menor. El resultado, cuyo máximo exponente es la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de 
Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de Enjuiciamiento Civil, 
es un marco regulador que garantiza a los menores una protección uniforme en todo el territorio 
del Estado, y que ha servido de referencia a la legislación que las Comunidades Autónomas han 
ido aprobando de acuerdo con su competencia en materia de asistencia social, servicios sociales 
y protección pública de menores.  

Cualquier forma de violencia ejercida sobre un menor es injustificable. Entre ellas, es 
singularmente atroz la violencia que se produce en el ámbito de las relaciones familiares. Un 
padre maltratador no puede ser un buen padre. Pero la violencia en el ámbito doméstico no es 
unidireccional ni exclusivamente masculina. La violencia ejercida por la progenitora materna 
sobe los hijos comunes también es violencia y no puede ser invisibilizada. Una madre 
maltratadora no puede ser una buena madre.  

En el año 2004 se aprobó la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género (en adelante, LOVG). Con anterioridad, se habían 
producido en el derecho español avances legislativos en materia de lucha contra la violencia 
doméstica, tales como la Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre, de Medidas Concretas en 
Materia de Seguridad Ciudadana, Violencia Doméstica e Integración Social de los Extranjeros; la 
Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 
23 de noviembre, del Código Penal, o la Ley 27/2003, de 31 de julio, reguladora de la Orden de 
Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica; además de las leyes aprobadas por 
diversas Comunidades Autónomas, dentro de su ámbito competencial. Hubo de transcurrir más 
de una década desde la entrada en vigor de la LOVG para que incluyera las peculiaridades de la 
violencia ejercida sobre los hijos comunes en los supuestos de violencia machista. De hecho, 
solo a partir del año 2013 se empiezan a recoger en España estadísticas sobre los menores de 
edad víctimas mortales de violencia machista.  
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La Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y 
a la adolescencia, dio nueva redacción al art. 1.2 LOVG para reconocer expresamente que los 
menores también son víctimas de la violencia de género en el ámbito de las relaciones 
familiares. Lo mismo que había hecho previamente el art. 10 de la Ley 4/2015, de 27 de abril, 
del estatuto de la víctima del delito. También en el año 2015, se modifican por Ley Orgánica 
1/2015, de 30 de marzo, los arts. 153.2 y 173.2 del Código penal para formular la protección 
penal directa de las víctimas menores.  

A la fecha, los menores víctimas de la violencia en el ámbito de las relaciones familiares, distinta 
de la violencia machista, son objeto de discriminación generalizada en las Leyes españolas. 
También en las estadísticas oficiales donde no constan cuando quien asesina a los hijos comunes 
no es el progenitor paterno sino la madre. De acuerdo con el Portal Estadístico de la Delegación 
del Gobierno contra la Violencia de Género, en el periodo comprendido entre 2013 (primer año 
en el que se dispone de datos oficiales) y 2020, del total de 61 filicidios registrados según datos 
del Ministerio del Interior, 34 corresponden a asesinatos cometidos por el padre biológico en el 
marco de casos de violencia de género, únicos que figuran en el citado Portal.  

 

II 

El Tribunal Constitucional ha reconocido la dimensión constitucional del derecho de visitas, 
comunicaciones y estancias desde la perspectiva del mandato de protección a la familia y a la 
infancia (art. 39 CE). De este modo, es doctrina constitucional que «cuando está en juego el 
interés de los menores, sus derechos exceden del ámbito estrictamente privado y pasan a tener 
una consideración más cercana a los elementos de ius cogens, que la STC 120/1984, de 10 de 
diciembre (FJ 2) reconoce que concurren en los procedimientos judiciales relativos a la familia, 
a partir de que el artículo 39.2 CE sanciona una protección integral de los hijos por parte de los 
poderes públicos» (STC 185/2012, FJ 4). En consecuencia, tanto la regulación del régimen de 
estancias, comunicaciones y visitas, exista o no acuerdo parental, como su aplicación por los 
órganos judiciales y por los poderes públicos, deben estar presididas por la protección del 
interés superior del menor. En tal sentido, ha señalado que «debe tenerse presente que la 
comunicación y visitas del progenitor que no ostenta la guarda y custodia permanente del hijo 
menor de edad se configura por el art. 94 del Código civil como un derecho del que aquel podrá 
gozar en los términos que se señalen judicialmente» (STC 176/2008, de 22 de diciembre, FJ 5). 
En el mismo fundamento de esta sentencia ha referido que «los instrumentos jurídicos 
internacionales sobre protección de menores, integrados en nuestro ordenamiento ex art. 10.2 
CE y por expresa remisión de la propia Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, sobre protección 
jurídica del menor (art. 3), contemplan el reconocimiento del derecho a la comunicación del 
progenitor con el hijo como un derecho básico de este último, salvo que en razón a su propio 
interés tuviera que acordarse otra cosa». De modo coherente con lo que acaba de indicarse 
«constituye doctrina consolidada de este tribunal, […] que en materia de relaciones 
paternofiliales (entre las que se encuentra lo relativo al régimen de guarda y custodia de los 
menores por sus progenitores, como es el caso que nos ocupa) el criterio que ha de presidir la 
decisión que en cada caso corresponda adoptar al juez, a la vista de las circunstancias concretas, 
debe ser necesariamente el del interés prevalente del menor, ponderándolo con el de sus 
progenitores, que aun siendo de menor rango, no por ello resulta desdeñable (SSTC 141/2000, 
de 29 de mayo, FJ 5; 124/2002, de 20 de mayo, FJ 4; 144/2003, de 14 de julio, FJ 2; 71/2004, de 
19 de abril, FJ 8; 11/2008, de 21 de enero, FJ 7)» (STC 176/2008, FJ 6). 
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Y ha afirmado que «[e]l interés superior del niño opera, precisamente, como contrapeso de los 
derechos de cada progenitor y obliga a la autoridad judicial a ponderar tanto la necesidad como 
la proporcionalidad de la medida reguladora de la guarda y custodia del menor. Cuando el 
ejercicio de alguno de los derechos inherentes a los progenitores afecta al desenvolvimiento de 
sus relaciones filiales, y puede repercutir de un modo negativo en el desarrollo de la 
personalidad del hijo menor, el interés de los progenitores deberá ceder frente al interés de 
este. En estos casos nos encontramos ante un juicio de ponderación que debe constar 
expresamente en la resolución judicial, identificando los bienes y derechos en juego que pugnan 
de cada lado, a fin de poder calibrar la necesidad y proporcionalidad de la medida adoptada» 
(STC 176/2008, FJ 6). 

El interés superior del menor se reconoce también como principio rector del derecho a 
mantener relaciones paternofiliales en las normas, acuerdos y tratados internacionales 
rubricados por España, lo que conecta, a través del art. 10.2 CE, con nuestro propio sistema de 
derechos fundamentales y libertades (STC 36/1991, de 14 de febrero, FJ 5). A ello se añade que, 
de modo expreso, el art. 39.4 CE dispone que «los niños gozarán de la protección prevista en los 
acuerdos internacionales que velan por sus derechos», de tal modo que este precepto 
constitucional prevé una protección integral del niño, que deberá ajustarse a lo prescrito en los 
convenios internacionales ratificados por España. 

La Convención de Naciones Unidas sobre los derechos del niño, adoptada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, en vigor desde el 2 de septiembre 
de 1990 y ratificada el 30 de noviembre de 1990, consagra el «interés superior del menor» como 
un principio que, proyectado también sobre los órganos legislativos, debe tener una 
«consideración primordial» por los Estados parte. Así, el art. 3.1 de la indicada Convención 
establece que «[e]n todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones 
públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los 
órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del 
niño» [STC 81/2021, de 19 de abril, FJ 2 C)]. En su artículo 9.3 se establece que «[l]os Estados 
partes respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de ambos padres a mantener 
relaciones personales y contacto directo con ambos padres de modo regular, salvo si ello es 
contrario al interés superior del niño». Y en el art. 19.2 establece que «[l]os Estados partes 
adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para 
proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato 
negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre 
bajo la custodia de los progenitores, de un representante legal o de cualquier otra persona que 
lo tenga a su cargo». 

También el Convenio relativo a la protección del niño y a la cooperación en materia de adopción 
internacional, de 29 de mayo de 1993, ratificado el 30 de junio de 1995, reconoce el «interés 
superior del niño» y «el respeto de los derechos fundamentales» como principios rectores en 
este caso de las adopciones internacionales. En fin, nuevamente como «consideración 
primordial» es calificado «el interés superior del niño» en el Convenio relativo a la competencia, 
la ley aplicable, el reconocimiento, la ejecución y la cooperación en materia de responsabilidad 
parental y de medidas de protección de los niños, hecho en La Haya el 19 de octubre de 1996, 
ratificado el 28 de mayo de 2010. 
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En el marco de la Unión Europea, la Carta de los derechos fundamentales (en adelante CDFUE) 
reconoce que la opinión del menor será tenida en cuenta en relación con los asuntos que les 
afecten, en función de su edad y de su madurez. Afirma que el «interés superior del menor» es 
«una consideración primordial» en todos los actos relativos a los menores llevados a cabo por 
autoridades públicas o instituciones. Reconociendo el derecho de todo niño «a mantener de 
forma periódica relaciones personales y contactos directos con su padre y con su madre, salvo 
si ello es contrario a sus intereses» (art. 24 CDFUE). 

Finalmente, el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia 
contra las mujeres y la violencia doméstica, hecho en Estambul el 11 de mayo de 2011, y en vigor 
desde el 1 de agosto de 2014, establece que las partes tomarán las medidas legislativas u otras 
necesarias para que, en el momento de estipular los derechos de visita relativos a los hijos, se 
tengan en cuenta los incidentes de violencia incluidos en el ámbito de aplicación del presente 
convenio y que el ejercicio de ningún derecho de visita ponga en peligro los derechos y la 
seguridad de la víctima y de los niños (art. 31). Recuerda que los Estados partes pueden adoptar 
en relación con los autores de los delitos previstos en el convenio, medidas como la pérdida de 
sus derechos dimanantes de la patria potestad si el interés superior del menor, que puede incluir 
la seguridad de la víctima, no se puede garantizar de ninguna otra forma (art. 45). 

Por último, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, a través de la interpretación del art. 8 
del Convenio europeo de derechos humanos (CEDH), ha indicado que «para un progenitor y su 
hijo, el estar juntos representa un elemento fundamental de la vida familiar» (SSTEDH de 16 de 
septiembre de 1999, asunto Buscemi c. Italia, § 53; de 3 de mayo de 2011, asunto Saleck Bardi 
c. España, § 50, y de 5 de noviembre de 2009, asunto R.M.S. c. España, § 68) y cualquier 
injerencia en la vida familiar debe estar «prevista en la ley», y que «sea una medida necesaria 
en una sociedad democrática para la seguridad nacional, la seguridad pública, el bienestar 
económico del país, la defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la salud o 
de la moral o la protección de los derechos y libertades de los demás». La «desintegración de 
una familia constituye una medida muy grave que debe reposar en consideraciones inspiradas 
en el interés del niño y tener bastante peso y solidez» (STEDH de 13 de julio de 2000, asunto 
Scozzari y Giunta c. Italia, § 148). El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha afirmado en 
numerosas ocasiones que «el artículo 8 implica el derecho de un progenitor, a medidas propias 
para reunirse con su hijo y la obligación de las autoridades a tomarlas» (SSTEDH de 22 de junio 
de 1989, asunto Eriksson c. Suecia, § 71, y de 27 de noviembre de 1992, asunto Olsson c. Suecia, 
§ 90). 

En todo caso, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos «observa que un respeto efectivo de 
la vida familiar impone que las relaciones futuras entre progenitor e hijo se ajusten sobre la 
única base del conjunto de los elementos pertinentes, y no por el simple paso del tiempo» 
(SSTEDH, de 2 de septiembre de 2010, asunto Mincheva c. Bulgaria, § 82, y de 3 de mayo de 
2011, asunto Saleck Bardi c. España, § 82), pues «el paso del tiempo puede tener consecuencias 
irremediables para las relaciones entre el niño y los progenitores que no viven con él (STEDH 
Saleck Bardi c. España, § 52). 

Existe un amplio consenso de que en todas las decisiones relativas a los niños debe prevalecer 
su interés superior (SSTEDH de 6 de julio de 2010, asunto Neulinger y Shuruk c. Suiza, § 135; de 
26 de noviembre de 2013, asunto X c. Letonia, § 96). El interés superior del menor, dependiendo 
de su naturaleza y gravedad, puede condicionar el interés de los padres (STEDH, de 8 de julio de 
2003, asunto Sahin c. Alemania, § 66). Sin embargo, el interés de estos últimos, especialmente 
en tener contacto regular con su hijo, sigue siendo un factor a tener en cuenta al equilibrar los 
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diversos intereses en juego (STEDH de 6 de julio de 2010, asunto Neulinger y Shuruk c. Suiza, § 
134). Es en interés del niño que los lazos con su familia deben mantenerse, excepto en los casos 
en los que la familia ha demostrado ser particularmente inadecuada. De ello se deduce que los 
lazos familiares solo pueden romperse en circunstancias muy excepcionales y que se debe hacer 
todo lo posible para mantener las relaciones personales y, en su caso, si llega el momento, 
«reconstruir» la familia (SSTEDH de 19 de septiembre de 2000, asunto Gnahoré c. Francia, § 59, 
y de 6 septiembre de 2018, asunto Jansen c. Noruega, § 88-93). 

Al evaluar lo que se considera el interés superior del niño, las autoridades nacionales no deben 
desconocer que «[r]especto a la protección de la integridad física y moral de las personas frente 
a terceros, el Tribunal ya expuso que las obligaciones positivas impuestas a las autoridades —en 
ocasiones en virtud del artículo 2 o del 3 del Convenio aunque a veces del 8 o de este en concurso 
con el artículo 3— pueden implicar que haya un deber de poner en funcionamiento un marco 
jurídico adaptado para proteger contra los actos de violencia que podrían cometer los 
particulares» y específicamente «[e]n cuanto a los niños, especialmente vulnerables, los 
mecanismos creados por el Estado para protegerles de actos de violencia que entren en el 
ámbito de aplicación de los artículos 3 y 8, deben ser eficientes e incluirán medidas razonables 
de prevención del maltrato en relación con el cual las autoridades tengan o deberían haber 
tenido conocimiento así como una prevención eficaz que proteja a los niños de formas tan serias 
de atentar contra la integridad personal» (STEDH, Gran Sala, de 12 de noviembre de 2013, 
asunto Söderman c. Suecia, § 82 y 83, y las que allí se citan). También hay que ponderar las 
consecuencias negativas a largo plazo que pueda sufrir el menor por la pérdida del contacto con 
sus padres y la obligación positiva de adoptar medidas que faciliten la reunión de la familia tan 
pronto como sea realmente posible (STEDH Jansen c. Noruega, § 104). 

 

III 

La evolución normativa española tiende a reducir el margen de apreciación del órgano judicial 
para imponer progresivamente medidas más restrictivas del mantenimiento de las relaciones 
parentales, en aplicación de un principio de precaución y de protección que no es ajeno a la 
garantía del interés superior de los menores, buscando preservar además la integridad física y 
moral de sus madres ante la existencia de una modalidad específica de violencia, que utiliza el 
mal trato a los hijos como medida de presión y control de sus madres. Esa misma evolución 
normativa es la que mantiene completamente invisibilizada la violencia sobre los hijos comunes 
cuando quien mal trata es la progenitora materna. Creando víctimas de primera y segunda 
categoría en el ámbito familiar que discrimina, adicionalmente, a las parejas homosexuales que 
tienen hijos comunes.  

La Ley 4/2015, de 27 de abril modificó el art. 544 ter de la Ley de enjuiciamiento criminal, 
referido a las órdenes de protección de las víctimas de violencia de género, estableciendo en el 
apartado siete, en relación con las medidas cautelares de naturaleza civil, que «cuando existan 
menores o personas con capacidad judicialmente modificada que convivan con la víctima y 
dependan de ella, el juez deberá pronunciarse en todo caso, incluso de oficio, sobre la 
pertinencia de la adopción de las referidas medidas: Estas medidas podrán consistir en la 
atribución del uso y disfrute de la vivienda familiar, determinar el régimen de guarda y custodia, 
visitas, comunicación y estancia con los menores o personas con la capacidad judicialmente 
modificada, el régimen de prestación de alimentos, así como cualquier disposición que se 
considere oportuna a fin de apartarles de un peligro o de evitarles perjuicios». 
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Por lo que hace al régimen de relaciones parentales la disposición final 3 de la Ley Orgánica 
8/2015, de 22 de julio, modificó los arts. 65 y 66 LOVG. En su primera redacción estos preveían 
que el órgano judicial pudiera suspender con carácter cautelar o definitivo el ejercicio de la 
patria potestad, la guarda y custodia, o el régimen de visitas por parte del inculpado por violencia 
de género, y respecto de los menores de él dependientes. La modificación de 2015 establece, 
reiterando las previsiones anteriores, que el órgano judicial podrá suspender para el inculpado 
por violencia de género el ejercicio de las facultades vinculadas a la responsabilidad parental 
respecto de los menores que dependan de él, pero añade además que si no adopta esta decisión 
deberá pronunciarse, en función del supuesto concreto, sobre la forma en la que se ejercerá la 
patria potestad, la guarda y custodia, el acogimiento, la tutela, la curatela o guarda de hecho, o 
el régimen de estancia, relación o comunicación de los menores que dependan de él. 

En la XII Legislatura se aprueba por asentimiento una propuesta presentada a instancia de los 
grupos parlamentarios Popular en el Congreso, Socialista, Confederal de Unidos Podemos-En 
Comú Podem-En Marea, Ciudadanos, de Esquerra Republicana, Vasco (EAJ-PNV) y Mixto, de 
crear, en el seno de la Comisión de Igualdad, una subcomisión para estudiar la elaboración de 
un pacto de Estado en materia de violencia de género. La subcomisión será creada por el Pleno 
del Congreso en su sesión de 21 de diciembre de 2016 («BOCG» de 30 de diciembre de 2016). 
El 28 de septiembre de 2017 se aprobaría el informe de la subcomisión por unanimidad del Pleno 
del Congreso de los Diputados, resultando de ese texto el pacto de Estado que firmaron los 
distintos grupos parlamentarios, ratificándolo las comunidades autónomas y las entidades 
locales representadas en la Federación Española de Municipios y Provincias en diciembre del 
mismo año. 

El eje cuarto del pacto se refiere a la intensificación de la asistencia y protección específica de 
los menores, lo que parte de su reconocimiento como víctimas directas y propone, entre otras 
cosas, la revisión de las medidas civiles relativas a la custodia de los menores, apuntando en la 
línea marcada por la legislación foral preexistente. En este marco, la medida 204 propone 
«establecer el carácter imperativo de la suspensión del régimen de visitas en todos los casos en 
los que el menor hubiera presenciado, sufrido o convivido con manifestaciones de violencia, sin 
perjuicio de adoptar medidas para impulsar la aplicación de los artículos 65 y 66 de la Ley 
Orgánica 1/2004». Y, por su parte, la medida 207, propone «desvincular la intervención 
psicológica con menores expuestos a violencia de género del ejercicio de la patria potestad; en 
consecuencia, modificar el artículo 156 del Código civil para que la atención y asistencia 
psicológica quede fuera del catálogo de actos que requieren una decisión común en el ejercicio 
de la patria potestad, cuando exista sentencia firme o hubiera una causa penal en curso por 
malos tratos o abusos sexuales».  

Sendas medidas se incorporan a los apartados 10 y 19 del artículo segundo de la Ley 8/2021, de 
2 de junio, por la que se reforma la legislación civil y procesal para el apoyo a las personas con 
discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica, en el concreto aspecto que ahora nos 
interesa: el régimen de comunicación y visitas de los progenitores y los hijos menores en casos 
de ruptura de la relación conyugal (art. 94 del Código Civil) en contextos familiares en que alguno 
de los progenitores, en particular las madres, son víctimas de violencia por parte de sus parejas 
o exparejas y padres de los menores.  

El párrafo cuarto del art. 94 CC en la redacción dada por la reforma citada, tiene la siguiente 
redacción: 
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«No procederá el establecimiento de un régimen de visita o estancia, y si existiera se 
suspenderá, respecto del progenitor que esté incurso en un proceso penal iniciado por atentar 
contra la vida, la integridad física, la libertad, la integridad moral o la libertad e indemnidad 
sexual del otro cónyuge o sus hijos. Tampoco procederá cuando la autoridad judicial advierta, 
de las alegaciones de las partes y las pruebas practicadas, la existencia de indicios fundados de 
violencia doméstica o de género. No obstante, la autoridad judicial podrá establecer un régimen 
de visita, comunicación o estancia en resolución motivada en el interés superior del menor o en 
la voluntad, deseos y preferencias del mayor con discapacidad necesitado de apoyos y previa 
evaluación de la situación de la relación paternofilial». 

El Pleno del Tribunal Constitucional, mediante Sentencia 106/2022, de 13 de septiembre de 
2022, desestima el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por más de 50 Diputados contra 
el artículo 2, apartados décimo y decimonoveno, de la Ley 8/2021, por aplicar el principio de 
conservación de la ley. Asume, en la línea de una jurisprudencia que se remonta a la STC 4/1981, 
de 2 de febrero, que «siendo posibles dos interpretaciones de un precepto, una ajustada a la 
Constitución y la otra no conforme con ella, debe admitirse la primera» siempre que tales 
interpretaciones posibles sean igualmente razonables. La sentencia aprobada por el Pleno 
afirma que el art 94 CC, en la redacción dada por la Ley 8/2021 «no priva de modo automático 
al progenitor del régimen de visitas o estancias […] sino que atribuye a la autoridad judicial la 
decisión sobre el establecimiento o no de un régimen de visitas o estancias o la suspensión del 
mismo, incluso en los supuestos en los que un progenitor esté incurso en un proceso penal 
iniciado» por hechos calificables como violencia de género, o «cuando la autoridad judicial 
advierta, de las alegaciones de las partes y las pruebas practicadas, la existencia de indicios 
fundados de violencia doméstica o de género». Por tanto, la sentencia sostiene que el margen 
de decisión del juzgador abarca la posibilidad de limitar las relaciones y derechos parentales o 
no hacerlo, en función de las circunstancias del caso. Ahora bien, como bien afirma la sentencia 
en el FJ 3, ni el art. 39 CE, ni el art. 117.3 CE, ni el art. 24.1 CE, «vedan que el legislador pueda 
dictar una regulación general por la que determine la resolución que deba adoptarse, en relación 
con las estancias y visitas, en los procedimientos civiles y penales modulando de este modo la 
capacidad decisoria de los órganos judiciales».  

Lo cierto es que, con anterioridad a la reforma operada por la Ley 8/2021, ya se contemplaba 
específicamente en el artículo 66 LOVG, la posibilidad de suspensión del régimen de visitas, 
estancias y comunicaciones de los hijos e hijas menores de edad con el progenitor inculpado por 
violencia de género. El sentido de la reforma legislativa enjuiciada, tal como pone de manifiesto 
el Voto concurrente que formulan la magistrada doña María Luisa Balaguer Callejón, el 
magistrado don Juan Antonio Xiol Ríos y la magistrada doña Inmaculada Montalbán Huertas, a 
la sentencia dictada en el recurso de inconstitucionalidad núm. 5570-2021,  era transformar la 
excepción aplicativa hasta ese momento en la regla general para asegurar la adopción de 
medidas de limitación de las relaciones parentales en los casos de violencia de género, pudiendo 
mantenerse incólumes dichas relaciones allí donde el órgano judicial lo apreciase, 
motivadamente, oportuno. Así, se razona: «La lectura del artículo 94, párrafo cuarto CC que 
realiza la sentencia aprobada por la mayoría dando a entender que no modula en modo alguno 
la discrecionalidad judicial a la hora de establecer regímenes de estancias, visitas y 
comunicaciones en casos de violencia de género o violencia doméstica, neutraliza por completo 
la finalidad que dicha norma está llamada a cumplir, y que ha justificado su incorporación al 
ordenamiento jurídico, y la convierte en completamente innecesaria, por cuanto no aportaría 
nada adicional en relación con la realidad jurídica preexistente. En otras palabras, el efecto de 
una interpretación del precepto como la que formula la sentencia aprobada por la mayoría 
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equivaldría, a efectos prácticos, a una anulación del mismo consiguiente a su declaración de 
inconstitucionalidad, lo que constituye una clara contradicción entre la argumentación y el 
fallo». 

Sentado cuanto antecede, la presente Ley tiene por objeto reformar el régimen de guarda y 
custodia, comunicación y visitas de los progenitores y los hijos menores en casos de ruptura de 
la relación conyugal (art. 92 y 94 del Código Civil) en contextos familiares en que alguno de los 
progenitores, no solo las madres, son víctimas de violencia, no solo machista, por parte de sus 
parejas o exparejas y progenitor de los menores. Incluyendo la protección especifica de los hijos 
comunes frente a una manifestación especifica de la violencia en el ámbito de las relaciones 
familiares cual es la que se ejerce mediante la interposición de denuncias falsas contra el otro 
progenitor. 

Por todo ello, la Comisión Promotora de la Iniciativa Legislativa Popular, para la protección de 
los menores frente a la violencia y las denuncias falsas en el ámbito de las relaciones familiares, 
presenta la siguiente 

 

PROPOSICIÓN DE LEY 

Artículo 1. Objeto 

La reforma del Código Civil, publicado por Real Decreto de 24 de julio de 1889. 

 

Artículo 2. Modificación del artículo 92, apartados 7, 8 y 9, del Código Civil, que quedan 
redactados como sigue: 

“7. No procederá atribuir la guarda y custodia de los hijos, ni individual ni compartida, y si 
existiera se suspenderá, durante el tiempo de cumplimiento de la pena, respecto del progenitor 
que haya sido condenado penalmente por sentencia firme, a pena de prisión superior a dos 
años, por atentar contra la vida, la integridad física, la libertad, la integridad moral o la libertad 
e indemnidad sexual del otro miembro de la pareja o ex pareja o por imputar al otro progenitor 
cualquiera de estos delitos con conocimiento de su falsedad o temerario desprecio hacia la 
verdad.  

No procederá atribuir la guardia y custodia de los hijos, ni individual ni compartida, y si existiera 
se suspenderá, durante el tiempo de cumplimiento de la pena, al progenitor que haya sido 
condenado penalmente por sentencia firme por atentar contra la vida, la integridad física, la 
libertad, la integridad moral o la libertad e indemnidad sexual de los hijos que convivan con 
ambos. 

Tampoco procederá cuando el Juez advierta, de las alegaciones de las partes y las pruebas 
practicadas, la existencia de indicios fundados de la comisión de cualquiera de los delitos 
mencionados en los párrafos anteriores. 

8. Excepcionalmente, aun cuando no se den los supuestos del apartado cinco de este artículo, y 
fuera de los supuestos previstos en el apartado anterior, el Juez, a instancia de una de las partes, 
con informe del Ministerio Fiscal, podrá acordar la guarda y custodia compartida 
fundamentándola en que sólo de esta forma se protege adecuadamente el interés superior del 
menor.  
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9. El Juez, antes de adoptar alguna de las decisiones a que se refieren los apartados anteriores, 
fuera de los supuestos previstos en el apartado siete de este artículo, de oficio o a instancia de 
parte, del Ministerio Fiscal o miembros del Equipo Técnico Judicial o del propio menor, podrá 
recabar dictamen de especialistas debidamente cualificados, relativo a la idoneidad del modo 
de ejercicio de la patria potestad y del régimen de custodia de los menores.». 

 

Artículo 3. Modificación del artículo 94, apartado 4, del Código Civil, que queda redactado como 
sigue: 

«No procederá el establecimiento de un régimen de visita, estancia, relación y comunicación, y 
si existiera se suspenderá, durante el tiempo de cumplimiento de la pena, respecto del 
progenitor que haya sido condenado penalmente por sentencia firme a pena de prisión superior 
a dos años, por atentar contra la vida, la integridad física, la libertad, la integridad moral o la 
libertad e indemnidad sexual del otro miembro de la pareja o ex pareja o por imputar al otro 
progenitor cualquiera de estos delitos con conocimiento de su falsedad o temerario desprecio 
hacia la verdad.  

No procederá el establecimiento de un régimen de visita, estancia, relación y comunicación, y si 
existiera se suspenderá, durante el tiempo de cumplimiento de la pena, al progenitor que haya 
sido condenado penalmente por sentencia firme por atentar contra la vida, la integridad física, 
la libertad, la integridad moral o la libertad e indemnidad sexual de los hijos que convivan con 
ambos. 

Tampoco procederá cuando el Juez advierta, de las alegaciones de las partes y las pruebas 
practicadas, la existencia de indicios fundados de la comisión de cualquiera de los delitos 
mencionados en los párrafos anteriores».  

 

Disposición transitoria única. Procesos en tramitación. 

Los procesos que se estén tramitando a la entrada en vigor de la presente Ley se regirán por lo 
dispuesto en ella, especialmente en lo que se refiere al contenido de la sentencia, conservando 
en todo caso su validez las actuaciones que se hubieran practicado hasta ese momento. 

 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango contradigan, se opongan o 
resulten incompatibles con lo dispuesto en la presente Ley. 

 

Disposición final única. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado». 


